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2. Del Estado centralizado al Estado nacional 

El Estado moderno surgió como respuesta a la inestabilidad política y social de finales del Medievo, que se agravó con las guerras de conquista y hegemonía, generalizadas en Europa ya en la época moderna. Los viejos Imperios se habían mostrado incapaces de contener la situación de anarquía y de violencias, extendidas por doquier. Por ello, lo que más propiamente caracterizará al nuevo Estado centralizado es el monopolio de los poderes de legislar, de gobierno, gravación de impuestos y administración de justicia en sus territorios. Es, por tanto, un Estado que se deslegitima en la medida en que no acierte a hacer frente a la insurrección interior, como señalara Kant.

El Estado es ideado como un artificio con la función de poner un dique al ejercicio de las libertades naturales de los individuos, en tanto que son fuente de amenaza e inseguridad para los otros individuos. De aquí resulta una concepción mecanicista del Estado, que resalta particularmente en Hobbes. 

La paz de Westfalia (1648) diseñó los Estados europeos, que pasaron a ser Naciones-Estado en el Norte y Oeste de Europa, mientras que la conversión de las naciones en Estados nacionales afectó posteriormente al Centro y Este europeos (a lo largo del siglo XIX). En ambos casos el Estado-nación ha podido cumplir los imperativos de modernización económica, cultural y social mejor que las formas tempranas de adscripción social. La nación ha intervenido, así, como catalizador en la transformación del Estado moderno, que pasó de ser una forma de legitimación constitucional a un nuevo modo de integración ciudadana mediante los lazos comunitarios nacionales.

El Estado planea desde arriba, otorgando la ciudadanía a sus habitantes y convirtiéndolos en funcionarios. En cambio, la nación confiere un sentimiento natural de pertenencia, basado en unos vínculos prepolíticos compartidos desde los comienzos o bien en los privilegios concedidos por el rey a la nobleza, corporaciones y ciudades; los vínculos primeros se reflejan en leyendas y símbolos, que se remontan a veces a tiempos inmemoriales. Sin perder su diferenciación, nación y Estado se han acoplado fácilmente a lo largo de las Edades Moderna y Contemporánea: la una, suministrando el elemento diferencial vertebrador de la sociedad, y el otro, como cobertura legal proporcionada, que posibilita a la nación afirmarse públicamente tanto hacia dentro como hacia fuera.

El Estado asume las tareas policiales, administrativas, judiciales y defensivas, en tanto que la nación las hace depender de la voluntad nacional de los ciudadanos expresada en una Constitución. De este modo, la adhesión nacional espontánea es lo que ha dado cauce al poder público estatal, impidiendo su implantación despótica; incluso a veces se ha fraguado la conciencia de la nación en la resistencia ante la imposición de un Estado ajeno, como ocurrió en los Discursos de Fichte a la nación alemana frente a la absorción napoleónica. 

De este modo, la autoafirmación estratégica del Estado frente a otros poderes se transmuta en la libertad de la nación, al servicio cosmopolita de la paz y la cooperación, según propugnara Kant en La paz perpetua. Si hasta finales del siglo XVIII componían la nación la nobleza y los estamentos, en la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789 se advierte, en cambio, que la nación equivale ya al conjunto del pueblo, que es el titular de la soberanía ejercida representativamente por el aparato estatal.

Sin embargo, la política de equilibrio entre las grandes potencias europeas, que se impuso en el Congreso de Viena (1818-1819) y con la que se pretendía evitar cualquier pretensión hegemónica, pronto habría de verse sacudida con el resurgimiento de las nuevas naciones, primero en el Este europeo, y luego, de un modo más lento pero progresivo, en los solares alemán e italiano, hasta constituirse en Naciones-Estado en 1870. De este modo, la centralización creciente del Estado contemporáneo seguía contrapesándose con la voluntad de autodeterminación procedente de la nación-pueblo, de tal modo que los totalitarismos de Estado y los secesionismos violentos del siglo XX no constitutían todavía en el XIX una amenaza próxima.

La situación cambió con la redistribución de los Estados nacionales programada por el presidente norteamericano W. Wilson después de la Gran Guerra (1919). Por una parte, la convencionalidad política de las nuevas fronteras, con las consiguientes segregaciones artificiales en los pueblos, operaba en el sentido contrario al apoyo interno en los escritores e historiadores con que antes de 1913 las naciones europeas habían trazado sus límites estatales. No fue tanto la ausencia de unos parámetros lingüísticos y territoriales unívocos —que se habían pretendido encontrar— cuanto el no contar con una opinión pública favorable, lo que actuaba en contra de la división europea wilsoniana. Y, por otro lado, y ligado a lo anterior, aparecían como fuente de conflictos las minorías que, procedentes de las migraciones (como los judíos y armenios) o bien de la desintegración del Imperio austrohúngaro, hubieron de coexistir en un mismo Estado con las mayorías nacionales. 

Ni la protección de los derechos individuales ni el reconocimiento del derecho a la autodeterminación de los Estados soberanos podían resolver la situación de las minorías no integradas, dispersas en los varios Estados. En este sentido, el “Congreso de los Grupos Nacionales organizados en Estados Europeos” tomó cuerpo al margen de, y en oposición a, los dictámenes de la Sociedad de Naciones
.

De este modo, entre los hechos significativos que abonaron el terreno a los Estados dictatoriales en los países menores y a los Estados totalitarios de mayor implantación (Rusia y Alemania) cabe mencionar no sólo la depresión económica que asoló Europa a finales de los años 20, sino también la heterogeneidad étnica en las naciones de reciente fijación y sobre todo la aparición de las masas en la escena política. A esto se suma el antisemitismo, que desde que estallara en Francia el affaire Dreyfus había ido propagándose por toda Europa hasta adquirir las proporciones del holocausto en la época del nacionalsocialismo. La falta de estructuración social y política de las masas en auge y el consiguiente vacío de un clima de opinión crean el subsuelo idóneo para que la propaganda totalitaria funcione eficazmente, atrayendo unos ánimos soliviantados y envueltos en el anonimato.

Los Estados nacionales, que se habían sustentado en los partidos, experimentan, así, una quiebra, que ha sido descrita por Hannah Arendt en los siguientes términos: “De esta forma, los primeros signos de la ruptura del sistema continental de partidos no fueron las deserciones de los antiguos miembros de los partidos, sino el fracaso del reclutamiento de los miembros de la nueva generación y la pérdida del asentimiento y del apoyo tácitos de las masas inorganizadas, que repentinamente se despojaron de su apatía y acudieron allí donde vieron una oportunidad de proclamar su nueva y violenta oposición”
.

Bajo nuevos signos se vive también hoy la crisis de los Estados nacionales, al ponerse en cuestión que el Estado pueda seguir tomando sobre sí la doble función de otorgar la ciudadanía y a la vez la pertenencia a una comunidad nacional que en otro tiempo le había caracterizado. El patriotismo de la Constitución suele resultar un lazo bastante débil en relación con la complejidad social de los Estados actuales, que han de contar no sólo con los derechos políticos, sino también con los derechos sociales y culturales de los diversos sectores de su población. 

Por otro lado, el Estado nacional ha llegado a ser también una respuesta insuficiente a los nuevos retos de alcance mundial trasladados a la opinión pública, tales como la globalización del tráfico, la red comunicativa universal, las tecnologías o los riesgos militares y ecológicos. Nos vamos acercando progresivamente a organizaciones supraestatales en Europa, Norteamérica y Asia, que estén preparadas para hacer frente a la inoperancia de las Naciones Unidas en estos sentidos. 

3. La opinión pública en la modelación de los poderes públicos 

El diferente desarrollo histórico de la opinión pública y del poder político que se acaba de mostrar tiene que ver sin duda con que son nociones esencialmente diferentes, las cuales pueden tanto obstaculizarse como intersectar, según el aspecto que de la complejidad de una y otra se destaque
. La perspectiva bajo la cual las aborda Habermas es la del beneficio de la legitimación procedimental que la opinión pública está en condiciones de reportar al poder político, si bien a costa de dejar en la sombra otros ángulos de mira igualmente proyectables sobre ambos conceptos, como luego examinaremos. 

Según el diágnostico habermasiano, un rasgo acusado de la sociedad civil contemporánea es en buena parte su disgregación en sistemas autorreferenciales, especializados en determinadas competencias y exentos de influencias mutuas. Su coordinación por la unidad de la acción política no significa todavía ponerlos en comunicación, ya que el poder político se autonomiza a su vez como un sistema supervisor, cuyas líneas de actuación se escalonan de acuerdo con una serie de instancias funcionales ya definidas.

Con todo, lo que no queda absorbido en los sistemas es el espacio de la opinión pública, el cual tiene en el lenguaje ordinario su medio difusor y cuyo origen está en la acción comunicativa. Gracias a estos dos rasgos que la caracterizan es posible ubicar la opinión pública en el mundo de la vida. El lenguaje ordinario es, en efecto, el código de uso común, apto para adaptarse a los horizontes variables del mundo de la vida como totalidad. Y de su procedencia en la acción comunicativa deriva el hecho de que la opinión pública no consista en un conjunto institucionalizado, sino en una red de comunicación informal que se inicia y expande mediante los actos ilocucionarios, con los que los participantes delimitan una situación compartida. 

       Pero, a diferencia de la acción comunicativa, el espacio de la opinión pública abstrae de la presencia física de los actores, de sus interacciones simples y del escenario localizable para su intercambio, perdiendo de este modo el contexto interpretativo determinado y las tomas de decisión originales que la han conformado. De aquí que para su traslado de unas a otras esferas sociales, lo cual es inherente a la opinión pública, hayan de asumirse unos nuevos contextos sobreentendidos, que hagan posible el acuerdo entre los actores que la explicitan y la parte del público que se comporta como espectador. Con ello recupera Habermas en alguna medida la sociedad civil como componente estructural del mundo de la vida, partiendo de su función de correlato de la opinión pública. 

Los centros de interés en los que se focaliza la opinión pública ingresan en ella desde motivos sociales biográficamente significativos, en trasiego entre la esfera privada de las personas que los sustentan y las formas asociativas públicas, en ampliación siempre posible. Por ello, el área de la opinión pública no está fijada en determinados temas, ni en un número determinado de actores, sino que es un espacio social fluido, en correspondencia con los límites variables en la constitución de la sociedad civil. “Su núcleo institucional lo forman los acuerdos y asociaciones sobre una base voluntaria, que ancla las estructuras comunicativas de la publicidad (Öffentlichkeit) en la componente social del mundo de la vida ”
.

Pero el movimiento de la opinión pública está orientado últimamente a la formación de la voluntad política, despertando un eco en las deliberaciones parlamentarias, en los tribunales y en las decisiones gubernamentales
. Pueden ejemplificarlo las Asociaciones a favor de la abolición de la pena de muerte, las Asociaciones Pro-Derechos humanos, las corrientes de opinión que abogan por la protección del medio ambiente o por la constitución de un Tribunal Internacional, las Plataformas ciudadanas contra el terrorismo…, en la medida en que cuentan con representantes autorizados, cuya opinión está avalada argumentativamente. Esto contrasta con las movilizaciones esporádicas y reactivas, ya sean de signo populista o violento, a las que en todo caso faltan el apoyo argumentativo y la voluntad perseverante, sustituidos por unos slogans fácilmente manipulables, o que están ya manipulados, desde los lugares centrales de las decisiones públicas o desde los grupos de intereses.

Atendiendo a su modo de propagación, los agentes de la opinión pública se reparten en tres situaciones alternativas: o bien cuentan ya con un marco organizativo que los identifica y refuerza en sus propuestas, o bien surgen espontáneamente de la base comunicativa de la sociedad civil, habiendo de ganarse su propia identificación pública, o por fin se trata de los publicistas, encargados de la búsqueda, selección, elaboración y ordenación de los espacios informativos. En distinto grado representan los canales disponibles por los que la sociedad civil puede hacer oír su voz y dispensar una base legitimatoria a los órganos públicos instituidos.

Habermas mide la independencia de estos medios de comunicación civil respecto del poder político —condición para que puedan influir en él— por su capacidad dinámica, en términos de movilización de la vida social, opuesta al estancamiento sistémico de las instituciones de poder público ya decantadas. Es entonces cuando los temas socialmente relevantes afluyen de la periferia al centro, ya que la periferia está mejor situada para advertir la incidencia de los nuevos problemas sociales y las situaciones de crisis que provocan. Así, el empobrecimiento del Tercer Mundo, la violencia doméstica, los riesgos de la experimentación genética o la espiral de las armas nucleares son sólo algunos ejemplos detectados desde fuera del ejercicio del poder público. Son problemas que a partir de su tratamiento informal en los círculos del mundo de la vida pasan a las revistas y foros profesionales para acabar encontrando resonancia en los medios de comunicación de masas y desde ahí en las agencias centrales del establishment.

La legitimación democrática proveniente de la opinión pública es complementaria de la que otorgan los mecanismos electorales, ya que mientras éstos se deben a opciones individuales (un hombre, un voto), la opinión pública se extiende difusamente por el conjunto social, sin proceder aditivamente de las opiniones individuales. Por ello, no equivale a los resultados de los sondeos demoscópicos, los cuales son posibles antes bien porque previamente existen unos focos de atención que integran un clímax de opinión general o pública, dentro del cual los sujetos individuales se pronuncian con sus respuestas a los sondeos.

Pero esto nos conduce a una serie de interrogantes relativos a la opinión pública en su función de legitimadora de los poderes políticamente constituidos.

*  *  *  *  *  *

Son interrogantes que tienen su raíz en el concepto un tanto indefinido e inasible de opinión pública. He aquí algunos: a) ¿quién es el sujeto de la opinión pública, dado que no parece consistir ésta en una suma de opiniones individuales?; b) ¿de dónde proviene el interés de los temas en los que la opinión pública se reconoce?, ¿se trata de cuestiones constantes o están sometidas a variación y dentro de qué límites?; c) ¿cómo se pasa del estado de opinión inexpresada a su forma comunicativa, ya que la comunicación pública no sería posible sin unos supuestos mentales en los actores de la opinión?, y d) ¿cómo se forman los espacios de solidaridad posibilitantes de la acción comunicativa, que habrían de ser anteriores a su expresión externa, una vez reconocida públicamente e institucionalizada? 

1) En relación con el sujeto de la opinión pública, no encontramos admisibles ni su disolución atomista en los pareceres individuales ni su hipostatización holística en una mentalidad colectiva. A favor de lo primero podría estar el hecho de que los únicos sujetos que toman posiciones valorativas son los individuos, aisladamente o asociados, y en base a ello proceden las encuestas, pero basta advertir en su contra que la opinión pública es un proceso que se va decantando colectivamente, antes que una resultante de las respuestas de los encuestados, para no dar por válida la hipótesis individualista. A favor de lo segundo hablaría sobre todo la normatividad social que la opinión pública ejerce sobre los particulares, pero sin que esto sea bastante para sustantivarla como sujeto colectivo del opinar, ya que no hay otros sujetos que los individuos
. ¿Cómo escapar al dilema? Parece que la forma de superar la disyunción exclusiva es reuniendo los aspectos de verdad que cada extremo contiene?

Habermas elude ciertamente esta cuestión ontológica, al acudir a la red de los actos performativos, que van involucrando progresivamente a nuevos actores hasta llegar a su institucionalización en términos políticos. Y es a costa de sustantivar la acción comunicativa, autonomizándola de toda imagen del mundo y de las interpretaciones globales. Más allá del lenguaje comunicativo sólo quedaría el saber implícito de fondo sobre el mundo de la vida, que no se puede hacer explícito como tal, sino sólo en aquellos fragmentos con los que se resuelven los atascos en la comunicación. Ni siquiera es necesaria en este planteamiento la identidad ontológica, con consistencia propia, de los actores motivados que entablan la comunicación, sino que se la define meramente por la competencia para la interacción social en el medio definido por sus propias reglas y capacidades argumentativas que es el lenguaje, sobre el transfondo comunicativo del mundo de la vida.  

En cambio, para adscribir a las personas en interacción la función de sujetos sustantes de la opinión pública se precisaría que los usos lingüísticos vinieran precedidos por las formas simbólicas expresivas (el saludo, el ofrecimiento, el asentimiento…), en las que las personas se hacen manifiestas partiendo de unos significados culturales adoptados en común. Si el lenguaje es un medio universal en la comunicación, es porque puede adaptarse a la pluriformidad cultural, dándole forma enunciativa. En este orden, el interaccionismo simbólico, heredero de la Sociología fenomenológica de Alfred Schutz, sitúa a los agentes singulares en el origen de las diversas formaciones sociales, de mayor o menor anonimato, que se forman por medio de la comprensión de los significados compartidos que posibilitan la interacción. La opinión pública bien puede ser una de estas formaciones derivadas, anonimizada en su decurso, sí, pero remitiendo por su origen a los sujetos singulares que interactúan comprensivamente. 

2) La segunda cuestión se refiere a si hay algún indicador que dote de interés objetivo a los temas que polarizan la opinión pública, aun en medio de sus variaciones históricas. Con ello se apunta a lo que discrimina entre una opinión pública válida y aquellas otras expresiones públicas que no pueden ser validadas en sí mismas, por más que de facto se hallen extendidas en una población. Repárese, por ejemplo, en cómo la xenofobia no puede ser presentada como opinión pública legitimante de decisiones políticas. 

Justamente el motivo de enlace entre la opinión pública validada, no deformada propagandísticamente, y la legitimación política lo ofrecen los derechos fundamentales del hombre, en tanto que forman el cimiento de ambas. Pero difiero de Habermas en que no los entiendo como construidos a partir de un proceso deliberativo público, en la medida en que son anteriores a todo aprendizaje, y aun a su propio ejercicio de acuerdo con configuraciones variables. Así, el derecho a vivir dignamente, el derecho a poder identificar mi propia filiación o el propio derecho a la información veraz me pertenecen constitutivamente, aun cuando no sea consciente explícitamente de ellos; basta con que los vea lesionados para que su ausencia los haga brillar. Tanto la opinión pública como los poderes públicos tienen su límite en lo que es a la vez su razón de ser: el respeto a los derechos humanos inalienables.

A este propósito Habermas, comentando unos textos de H. Arendt, identifica el poder político en estado naciente con el poder comunicativo, del que brotarían las exigencias y expectativas simétricas que definen los derechos subjetivos. A partir de aquí el derecho aparece como la cristalización del poder comunicativo, exenta de los elementos coactivos
. Además, se suprime de los derechos toda mediación normativa, ya que la operatividad del derecho coincide con la formación discursiva de la voluntad.

Sin embargo, es circular hacer depender la validez de los derechos de la competencia lingüística y de las situaciones efectivas creadas por ella a través de la reciprocidad en los usuarios del lenguaje. Pues el derecho a la libre expresión estaría ya supuesto en el uso fáctico del lenguaje que habría de crear los derechos recíprocos. Es como poner la carreta delante de la yunta de bueyes. El lenguaje es lo que nos hace posible formular las pretensiones de validez fundadas en los derechos, en vez de surgir éstas como las garantías del lenguaje ilocucionario públicamente objetivadas. 

Las constantes históricas en la opinión pública son los derechos humanos reconocibles, por referencia a los cuales puede aquélla ejercer su papel de tribunal o instancia aprobatoria. Por eso, antes que en los Organismos internacionales ha sido en la opinión pública donde se ha gestado y difundido la conciencia de los derechos. Y las mismas limitaciones perspectivistas y fallas históricas de que adolece la conciencia expresa de los derechos humanos cabe advertir también en los meandros históricos de la opinión pública, no siempre acorde con las exigencias morales que demandan los derechos humanos. Se puede ejemplificar este perspectivismo con el tránsito histórico del culto al héroe a las banderas de la libertad y más tarde a la mentalidad ecológica y pacifista…, que han  predominado según las épocas en la opinión pública. 

Pero si antes de la comunicación humana ya muestra la opinión pública su operatividad prelingüística en la conciencia, es el momento de preguntarnos cómo se efectúa el tránsito de uno a otro plano. 

3) Elisabeth Noelle-Neumann ha destacado a este respecto la espiral del silencio que envuelve a la opinión pública antes de formularse comunicativamente
. El temor al aislamiento y la proclividad a la conformidad social explicarían que la opinión ambiental se detectara e influyera en el comportamiento a un nivel de consenso tácito, todavía no comunicativo. El problema subsiguiente sobre cómo se opera el paso a la comunicación pública, centrada en ciertos contenidos informativos, es afrontado parcialmente por N. Luhmann como la necesidad sistémica de reducción de la complejidad, de la que se encargan los medios difusores de la comunicación.

La opinión pública tiene, según ello, la función de orientar la atención hacia unos u otros temas, mostrando de este modo indirectamente la contingencia de la decisión política que se adopte de entre las múltiples posibles. La opinión pública interviene como un sistema introductor del sentido en el conjunto social y simplificador a un primer nivel, dejando en su seno un nuevo espacio de maniobra a la tarea simplificadora que a su vez cumplen las reglas de decisión política. El sentido de las cuestiones atendidas por la opinión pública es, así, previo a la validez de las decisiones dadas a conocer públicamente, sin que ni el uno ni la otra precisen de la interacción comunicativa para hacerse públicos. 

La complejidad ambiental pasa por el primer filtro de las reglas de la atención que la convierten en opinión pública, como materia posible de decisión política, y desde aquí es nuevamente filtrada por las reglas que encauzan las tomas de decisiones públicas. Y así como la atención desempeña un papel selectivo en la difusa globalidad social, también las decisiones políticas efectuarían una subsiguiente ordenación dentro de un cuadro de operaciones ya dispuesto. La opinión pública tendría, por tanto, una función mediadora y posibilitadora del ejercicio del poder político.

Con ello se aparta Luhmann del modelo habermasiano
. Para él la opinión pública ya formada no resulta de una secuencia argumentativa que condujera a enunciados generales asumibles por todos los implicados en un proceso de comunicación libre, sino que concentra el interés limitadamente en unos pocos temas a modo de flash (de duración breve, bastante localizados, que ponen en relación ciertas situaciones…), administrando una pluralidad informacional previa, que en sí misma no conoce ningún orden. En el proceso correspondiente intervienen decisivamente los mass-media. 

Sin embargo, los mass-media son sólo un motivo más en el encauzamiento de la opinión pública, que, dado lo periférico de su aproximación a los temas que la solicitan, necesita del discernimiento de los actores sociales para ser plenamente integrada. Sólo así se puede dar cuenta de la ambivalencia de los medios como manipuladores o meramente difusores
, según que entremezclen tema y opinión o dejen abierto en los receptores el juicio de opinión.

4) Por último, falta aludir a la objeción básica que los autores llamados comunitaristas (A. Mac Intyre, M. Sandel, M. Walzer, Ch. Taylor…) han dirigido a las concepciones procedimentalistas de la justicia, representadas sobre todo por J. Rawls y en alguna medida también por la legitimación discursiva de Habermas. 

Por lo que hace al aspecto de la opinión pública que nos ocupa, los procesos de su formación responden, según los comunitaristas, a un imperativo ético de las comunidades correspondientes de dotarse de unos signos identificadores con los que expresar la solidaridad entre sus miembros. Pero lo que diferencia a la opinión pública de los otros símbolos que son sólo expresiones culturales, es que, al exponerse lingüísticamente y permitir el contraste de pareceres, no recluye a quienes la consolidan, sino que los identifica en el marco comprensivo del bien, en el que las diversas comunidades pueden encontrarse. Sin duda es Taylor quien en mayor medida ha desarrollado la coimplicación entre identidad personal y comunitaria, por un lado, y el referente ético del bien inmediato —es decir, no mediado por símbolos aislacionistas— , por el otro lado.
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